El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

 Sentencia  – 1ª instancia – 22 de agosto de 2018

Proceso:
      Acción de Tutela 
Radicación Nro. 
 66001-22-13-000-2018-00598-00

Accionante: 

      Lady Johana Castaño Flórez y otros 

Accionado:


     Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira,
Magistrado Ponente:  Claudia María Arcila Ríos
Temas:               DEBIDO PROCESO / REQUISITOS GENERALES Y CAUSALES ESPECÍFICAS DE PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES/ DEMANDA VERBAL/ CARÁCTER RESIDUAL /PRINCIPIOS DE AUTONOMÍA Y DEPENDENCIA JUDICIAL –Artículo 228 de la Constitución Nacional-/ DEFECTO FACTICO –No se determinó/ NIEGA.
(Surge de las pruebas recaudadas que la funcionaria demandada sustentó la sentencia en que encuentran los accionantes lesionados sus derechos, en los requisitos establecidos en la póliza de seguros de vehículo suscrita en este caso para amparar el riesgo de muerte del conductor, según los cuales se cubre ese siniestro cuando quien fallezca sea el asegurado o el conductor autorizado por este, siempre y cuando exista una relación contractual entre ambos. En este caso, concluyó que si bien se acreditó el primero de esos elementos, no ocurrió lo mismo con el segundo. También consideró que esa cláusula no ofrece dudas y por tanto el funcionario judicial debe abstenerse de realizar interpretaciones sobre la misma.

(…)  

Pretenden los demandantes replantear una situación que fue valorada y definida por la jurisdicción ordinaria, usando la acción de amparo como medio para obtener la modificación de la decisión que le resultó adversa, lo que resulta imposible en razón al carácter residual que la caracteriza y que no admite la discusión de asuntos que son propios de la competencia de jueces ordinarios.

Modificar la providencia porque los aquí demandantes están en desacuerdo con ella, implicaría invadir la independencia del juez, la desconcentración y autonomía que caracterizan la administración de justicia, de conformidad con el artículo 228 de la Constitución Nacional. 

De acuerdo con lo expuesto, como en este caso no se ha configurado ninguna de las causales específicas que hagan procedente la tutela frente a decisiones judiciales, se negará el amparo solicitado.

(…)
De acuerdo con esa jurisprudencia, el defecto fáctico se produce por omisión cuando sin razón justificada el juez se niega a dar por probado un hecho que aparece claramente demostrado en el proceso, o por acción, cuando a pesar de que las pruebas reposan en el proceso, las interpreta de manera errada o las valora no obstante ser ilegales o indebidamente practicadas o recaudadas.

(…)
Y la conclusión a que llegó, luego de valorarlas, se reitera, fue que solo se demostró la autorización para el manejo del camión, mas no la relación contractual exigida en la póliza, pues de esas pruebas solo se deduce el vínculo laboral entre María del Pilar Hoyos Mejía y Edinson Castaño Céspedes, mas no la relación de alguna naturaleza de este último con el asegurado o la sociedad tomadora del seguro. 

Esa apreciación probatoria no puede tacharse de caprichosa, es decir, que obedezca a la mera voluntad del juzgado accionado. Por tanto, no se vislumbra situación excepcional en su análisis que justifique la intervención del juez constitucional, toda vez que la conclusión a que sobre el punto llegó no se torna antojadiza, ni contraria al ordenamiento constitucional.

8. En estas condiciones el amparo debe ser negado.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, agosto veintidós (22) de dos mil dieciocho (2018)

Acta No. 307 del 22 de agosto de 2018

Expediente No. 66001-22-13-000-2018-00598-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, instaurada por los señores Lady Johana y Bryan Stiven Castaño Flórez y Luz Amparo Flórez López contra el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el Juzgado Quinto Civil Municipal de esta ciudad y La Previsora SA Compañía de Seguros.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el apoderado de los accionantes los hechos que admiten el siguiente resumen:
1.1 La sociedad Redetrans Ltda., en su calidad de tomadora; el señor Faustino López Vera, como asegurado, y La Previsora SA suscribieron el contrato de seguro colectivo todo riesgo automotriz No. 3000064-0, en el cual se incluyó el vehículo de placas WHM-633. Uno de los amparos adicionales que cubría la póliza era el de “accidentes personales-muerte”, por valor de $30.000.000.
1.2 El señor Édison Castaño Céspedes fue contratado como conductor de vehículo de carga y el 13 de octubre de 2009 suscribió contrato de trabajo con la señora María del Pilar Hoyos, quien tenía sus automotores afiliados a Redetrans Ltda.
1.3 El citado señor conducía el camión de placas WHM-633 con autorización de esa empresa y de su gerente Faustino López Vera, quien además es cónyuge de la propietaria del vehículo. 
1.4 El 30 de junio de 2011 la sociedad Redetrans se comunicó con la señora Luz Amparo Flórez para informarle que su esposo había fallecido a consecuencia de un accidente de tránsito, ocurrido en la vía que conduce de San Onofre a Cartagena.
1.5 Ese hecho se produjo en vigencia del mencionado contrato de seguro.

1.6 El 30 de noviembre de 2016 se promovió demanda de menor cuantía para obtener el pago del amparo por muerte, que correspondió al Juzgado Quinto Civil Municipal de Pereira. Este, mediante sentencia leída el 30 de octubre de 2017, decidió declarar infundada la excepción de prescripción y probada la denominada “condiciones generales de la póliza de vehículos pesados, en cuanto al amparo de accidentes personales numeral 4.7.1” y negó las pretensiones de la demanda.

1.7 Frente a la anterior decisión se formuló recurso de apelación, del cual conoció el juzgado accionado, que resolvió confirmarla.

1.8 Aduce que en la sentencia de segunda instancia se incurrió en defecto fáctico y sustantivo porque: a) si bien tuvo por demostrada la existencia del contrato de seguro, del amparo de accidentes por muerte, así como el hecho de que el fallecido manejaba el vehículo asegurado, “inexplicablemente” confirmó la sentencia impugnada; b)  estimó que no se había probado la relación contractual o legal entre el occiso y el asegurado, a pesar de que el último había autorizado al primero para conducir el camión. Además la sociedad Redetrans, a la cual estaba afiliada el vehículo, era la tomadora del seguro y de la relación de trabajo que existía entre esa empresa, la propietaria del vehículo y el fallecido, dio cuenta la prueba trasladada del proceso laboral. Dicha autorización también quedó demostrada con el carné del fallecido, expedido por Redetrans, la afiliación a seguridad social y el pago de prestaciones laborales; c) tuvo sin valor probatorio el manifiesto de carga, según el cual el cargue y descargue sería pagado por Redetrans, del que se deduce aquel vínculo contractual, pues allí aparece como titular de ese manifiesto el señor Faustino López Vera; d) omitió interpretar de manera favorable el artículo 34 de la Ley 1480 de 2001; e) dijo que el argumento del contrato por cuenta de un tercero era un hecho nuevo, que desconoce los principios de la prevalencia del derecho sustancial y iura novit curia; f) inaplicó el artículo 36 del Estatuto del Transporte, en cuanto dice que los conductores de servicio público serán contratados directamente por las empresas operadoras de transporte, lo que “hace surgir para el transportador una obligación legal que hace surgir a manera de ficción la existencia de la vinculación entre las empresas de transporte y los conductores, obligación de orden público que por tanto no puede ser modificada por las partes, por más libertad contractual que se alegue”;  g) se omitió verificar que las obligaciones impuestas por la aseguradora cumplieran los requisitos generales del derecho, concretamente la permanencia del equilibrio económico entre las partes; h) la póliza no estipula que la relación entre el asegurado y el fallecido tenga que ser laboral; es decir, se permite que ese vínculo sea legal o comercial, tal como ocurrió en este caso, en el que es  evidente el contrato atípico o cuasicontrato por medio del cual el asegurado autorizó a Édison Castaño Céspedes para conducir el camión.   
1.9 La acción de amparo es procedente ya que el asunto      adquiere relevancia al lesionarse derechos fundamentales, la sentencia de segunda instancia no admite recurso alguno, la tutela se promovió en término razonable y se identificaron los hechos vulneradores. 
2. Considera lesionados los derechos al debido proceso, reparación integral, igualdad, prevalencia del derecho sustancial y acceso a la administración de justicia. Para su protección solicita se ordene dejar sin efectos la “parte resolutiva” de la sentencia proferida por el juzgado accionado y ordenarle dictar nueva sentencia “teniendo a consideración los lineamientos del juez de tutela”. 
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del 6 de agosto último se admitió la acción y se ordenó vincular al Juzgado Quinto Civil Municipal de esta ciudad y a La Previsora SA Compañía de Seguros. 

2. En el curso de esta instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El representante legal judicial y extrajudicial de La Previsora SA señaló que en el trámite procesal no se vulneraron los derechos invocados por la parte actor y que el mero hecho de que las decisiones fueron adversas a los accionantes, no implica que el juez de tutela pueda revisarlas, ya que no se desconocieron las garantías fundamentales de las partes.

2.2 La Juez Quinta Civil Municipal señaló que los demandantes pretenden utilizar la acción constitucional como una instancia adicional, para lo cual acudieron a los mismos argumentos que formularon en la demanda verbal. Así mismo, la tutela es improcedente pues las decisiones adoptadas en el proceso ordinario no lucen arbitrarias ni caprichosas. 
2.3 La titular del juzgado accionado guardó silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si procede la acción de tutela contra la decisión del juzgado accionado, por medio de la cual  confirmó la sentencia de primera instancia, proferida en el proceso verbal que instauraron los accionantes contra La Previsora SA. De serlo, se establecerá si en ellas se incurrió en alguno de los defectos a que se hace referencia en la demanda.  

3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

4. Las pruebas incorporadas al expediente, acreditan los siguientes hechos:

4.1 Los señores Lady Johana y Bryan Stiven Castaño Flórez y Luz Amparo Flórez López, por intermedio de apoderado, formularon demanda contra La Previsora SA Compañía de Seguros, para obtener el pago de $30.000.000, por concepto del amparo por muerte del señor Édison Castaño Céspedes, más intereses moratorios.

Como sustento de esas súplicas se indicó que: a) entre Redetrans Ltda., en su condición de tomadora, el señor Faustino López Vera, como asegurado, y la entidad demandada, se suscribió contrato de seguro colectivo todo riesgo, bajo la póliza de automóviles pesados, siendo uno de los amparos cubiertos el de “accidentes personales-muerte”. Allí se incluyó el camión de placas WHM-633; b) el señor Édison Castaño Céspedes suscribió contrato de trabajo con la señora María del Pilar Hoyos, quien es dueña de aquel vehículo, en el cual aceptaba laborar al servicio de Redetrans; c) el mismo señor manejaba ese camión con autorización de la citada sociedad y de Faustino López Vera, y por instrucción de ellos, el 29 de junio de 2011 lo debía manejar hacia Cartagena; d) el día siguiente los demandantes fueron informados del deceso de Édison Castaño Céspedes a causa de un accidente de tránsito, ocurrido en la vía que conduce de San Onofre a Cartagena y e) este hecho se produjo en vigencia del referido contrato de seguro
.
4.2 La Previsora SA contestó la demanda y propuso las excepciones de “prescripción”, “límite del valor asegurable”, “contrato de seguro” y “condiciones generales de exclusión de la póliza vehículos pesados”; para sustentar esta última dijo que José Faustino López Vera como asegurado y Redetrans como tomadora, contrataron la póliza de seguros y en esa relación no participó la señora María del Pilar Hoyos Mejía quien era empleadora del occiso, es decir que este último no era empleado o contratista del asegurado
.

4.3 Mediante sentencia leída el 30 de octubre de 2017 la Juez Quinta Civil Municipal de Pereira decidió negar las pretensiones de la demanda; declarar infundada la excepción de prescripción y probada la de “condiciones generales de la póliza de vehículos pesados en cuanto al amparo de accidentes personales”. 
Para resolver de esa manera consideró, luego de indicar que en este caso no existe debate sobre la existencia del contrato de seguro, su vigencia y la cobertura, y la muerte del señor Édison Castaño Céspedes, y de estimar que no operó el fenómeno de la prescripción, que las pruebas aportadas acreditan que el citado señor había suscrito un contrato de trabajo con María del Pilar Hoyos y que ninguno de ellos hizo parte del contrato de seguro colectivo. Además, de la prueba trasladada, específicamente del testimonio de José Faustino López Vera en el proceso laboral, se puede deducir que el señor Castaño Céspedes si bien había sido contratado por Redentrans, en el cargo de auxiliar de operaciones, este vínculo terminó para darle paso a aquella relación laboral con María del Pilar Hoyos. Así mismo el manifiesto de carga y el reporte de accidente de tránsito no constituyen pruebas de la relación laboral con Redetrans, pues de esos documentos no se desprenden los elementos que debe reunir un contrato de trabajo. De otro lado, el fallecido no solo transportaba cargas para Redetrans sino también para otras empresas, es decir que prestaba servicios como tercero y no como su empleado exclusivo
. 
4.4 Frente a la anterior decisión, el apoderado de los accionantes presentó recurso de apelación. Para sustentarlo alegó: a) sí está acreditado que el señor Édison Castaño Céspedes se encontraba autorizado para conducir el camión; b) la póliza de seguros expresamente indica que la aseguradora pagará a los beneficiarios la suma estipulada por el amparo por muerte del asegurado o del conductor autorizado por este; c) existe prueba de que el vehículo que conducía el occiso era de propiedad de la cónyuge del asegurado y que ese automotor se encontraba afiliado a Redentrans, sociedad que es tomadora de la póliza. Es decir que existe una autorización tácita; d) esta, además, se encuentra acreditada con el manifiesto de carga, de que era titular Faustino López Vera, quien es el representante legal de Redetrans y esposo de la propietaria del vehículo; e) en este caso existió no solo una relación de trabajo, de la cual se dio cuenta con la prueba trasladada del proceso laboral, sino una legal pues el artículo 36 del Estatuto del Transporte establece que los conductores de servicio público serán contratados directamente por las empresas operadoras de transporte, este tipo de contratación puede ser consensual. Por tanto, existe una presunción respecto de la autorización para el manejo del vehículo, la cual dejó de ser desvirtuada; f) la póliza no estipula que la relación entre el asegurado y el fallecido debía ser laboral y por tanto ante la duda del vínculo que los unía, esta se debía resolver a favor de los demandantes y g) existen otros indicios que demuestran aquella relación legal, como lo son que el pago de la póliza lo realizaba Redetrans, que el fallecido contaba con carné expedido por esa sociedad y los comprobantes de afiliación a seguridad social
.
4.5 Por sentencia del 6 de febrero de este año se confirmó la providencia apelada.

Para decidir así, la funcionaria accionada estimó que de la lectura de la póliza de seguros que se pretende cobrar, se deduce que la voluntad de la aseguradora era asumir el riesgo por el fallecimiento del asegurado José Faustino López Vera, o del conductor del vehículo autorizado por él, siempre y cuando entre ambos existiera una relación contractual al momento de los hechos. Al carecer esa cláusula de ambigüedad, no es dado a la judicatura entrar a interpretarla, pues esa fue la voluntad de las partes y es improcedente realizar valoraciones subjetivas, con el pretexto de beneficiar a la parte débil de la relación, de conformidad con la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia que citó. Así mismo, esa cláusula resulta lógica y coherente con la condiciones del contrato, pues lo contrario  permitiría que “cualquier conductor de vehículos que prestara servicios a ese señor o a la empresa Redetrans que fue la tomadora del seguro pudiera acudir a hacer reclamaciones”. 
Aunque en este caso se acreditó la autorización para el manejo del vehículo, a ello no se procedió respecto de la relación contractual, ya que el informe de accidente de trabajo solo prueba que la empleadora del fallecido era la señora María del Pilar Hoyos Mejía, lo que resulta demostrado de la prueba trasladada, quien era la propietaria del tantas veces mencionado vehículo, y del manifiesto de carga se desprende que si bien Redentrans recomendó a Édinson Castaño Céspedes el transporte de una mercancía hacia la ciudad de Cartagena, esto solo demuestra que se encontraba autorizado para conducir el vehículo asegurado, mas no una relación contractual entre el conductor y el asegurado o la tomadora de la póliza. 
Además, el hecho de que la empleadora de Castaño Céspedes tuviera 
una relación marital con el representante legal de Redetrans y a su vez asegurado, no es demostrativo, por sí, de esa relación contractual “entre los empleados que prestan sus servicios al uno y al otro; son cuestiones independientes que no tienen relación, o por lo menos así no se acreditó en este plenario”.

Y respecto al argumento del recurrente relacionado con que el contrato de seguro es uno de aquellos denominados como “Seguro por cuenta de un tercero”, dijo que este se fundamenta en hechos que dejaron de ser planteados en la demanda y por tanto constituyen circunstancias nuevas cuyo análisis está vedado, pues se lesionaría  el derecho de defensa de la demandada, quien no tuvo la oportunidad de debatirlo
.
5. En este caso se encuentran satisfechos los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela que atrás se mencionaron, pues la cuestión planteada tiene relevancia constitucional en cuanto involucra el derecho al debido proceso; la decisión reprochada no admite recursos ordinarios, al tratarse de una sentencia de segunda instancia, ni el extraordinario de casación porque fue proferida en un proceso de menor cuantía, de conformidad con los artículos 334 y 338 del Código General del Proceso; el amparo se solicitó de manera oportuna; las irregularidades alegadas tienen directa incidencia en la decisión atacada; se identificaron los hechos generadores de la vulneración y no se controvierte una sentencia dictada en proceso de tutela.
6. En relación con los requisitos específicos, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha enseñado que la acción de tutela no es vía alterna para modificar las interpretaciones judiciales que en el marco de su autonomía e independencia hacen los jueces, autorizados por el artículo 230 de la Constitución Nacional, a no ser que en su ejercicio se configure una vía de hecho. 

“…Frente a las interpretaciones que realizan las diferentes autoridades judiciales en sus providencias, la intervención del juez constitucional es muy limitada y excepcional pues se encamina a comprobar que la actuación es tan arbitraria que ha desbordado el principio de autonomía judicial en perjuicio de los derechos fundamentales de alguna de las partes de la litis. Esta proposición fue desarrollada en la sentencia T-1222 de 2005 en los siguientes términos:

“(...) En este sentido, no sobra indicar que, en todo caso, los jueces civiles son intérpretes autorizados de las normas que integran esta rama del derecho y el juez constitucional no puede oponerles su propia interpretación salvo que se trate de evitar una evidente arbitrariedad o una clara violación de los derechos fundamentales de las partes. En este caso el juez constitucional tiene la carga de demostrar fehacientemente la existencia de una vulneración del derecho constitucional de los derechos fundamentales como condición previa para poder ordenar la revocatoria de la decisión judicial impugnada.

En suma, ante una acción de tutela interpuesta contra una decisión judicial por presunta arbitrariedad en la interpretación del derecho legislado -vía de hecho sustancial por interpretación arbitraria- el juez constitucional debe limitarse exclusivamente a verificar que la interpretación y aplicación del derecho por parte del funcionario judicial no obedezca a su simple voluntad o capricho o que no viole los derechos fundamentales. En otras palabras, no puede el juez de tutela, en principio, definir cuál es la mejor interpretación, la más adecuada o razonable del derecho legislado, pues su función se limita simplemente a garantizar que no exista arbitrariedad y a proteger los derechos fundamentales y no a definir el sentido y alcance de las normas de rango legal.”

Adicionalmente, bajo los mismos parámetros, la sentencia T-1108 de 2003 clasificó el conjunto de situaciones en las cuales es posible engendrar la arbitrariedad de una interpretación y, por tanto, el asomo de un defecto material o sustantivo:

“Así las cosas, y teniendo presente la sentencia T-441 de 2003, la procedibilidad de la tutela contra sentencias judiciales, por razones interpretativas, se limita a una de cuatro situaciones:

a) Se interpreta un precepto legal o constitucional en contravía de los precedentes relevantes en la materia o se aparta, sin aportar suficiente justificación.

b) La interpretación en sí misma resulta absolutamente caprichosa o arbitraria.

c) La interpretación en sí misma resulta contraria al ordenamiento constitucional, es decir, la propia interpretación es inconstitucional.

d) La interpretación, aunque admisible, conduce, en su aplicación, a resultados contrarios a la Constitución, como, por ejemplo, conducir a la violación del debido proceso constitucional.”

Para concluir, en la sentencia bajo cita se insistió en que la interpretación de las disposiciones aplicables a un proceso corresponde de manera exclusiva al juez ordinario. Por ello, recalcó que sólo en las anteriores situaciones, siempre que la anomalía sea plenamente demostrada por el demandante, podrá intervenir el juez constitucional a través de la acción de tutela…”
. 
Están pues los jueces autorizados para interpretar las normas en las que edifican sus decisiones y por ende, el ejercicio de tal facultad no constituye una vía de hecho que justifique la intervención del juez constitucional cuando sus apreciaciones no coinciden con las de las partes, a menos de revelarse arbitrarias, abusivas o caprichosas, en los términos indicados en la jurisprudencia antes transcrita.  

Surge de las pruebas recaudadas que la funcionaria demandada sustentó la sentencia en que encuentran los accionantes lesionados sus derechos, en los requisitos establecidos en la póliza de seguros de vehículo suscrita en este caso para amparar el riesgo de muerte del conductor, según los cuales se cubre ese siniestro cuando quien fallezca sea el asegurado o el conductor autorizado por este, siempre y cuando exista una relación contractual entre ambos. En este caso, concluyó que si bien se acreditó el primero de esos elementos, no ocurrió lo mismo con el segundo. También consideró que esa cláusula no ofrece dudas y por tanto el funcionario judicial debe abstenerse de realizar interpretaciones sobre la misma.
Puede entonces decirse que la juez accionada adoptó aquella decisión con fundamento en una interpretación jurídica que en ningún momento se puede tachar de caprichosa, es decir, que obedezca a su mera voluntad y que por lo tanto se constituya en una vía de hecho, sin que por lo tanto se vislumbre situación excepcional en su análisis que justifique la intervención del juez constitucional, toda vez que la conclusión a que sobre el punto llegó no se torna antojadiza, ni contraria al ordenamiento constitucional.

Pretenden los demandantes replantear una situación que fue valorada y definida por la jurisdicción ordinaria, usando la acción de amparo como medio para obtener la modificación de la decisión que le resultó adversa, lo que resulta imposible en razón al carácter residual que la caracteriza y que no admite la discusión de asuntos que son propios de la competencia de jueces ordinarios.

Modificar la providencia porque los aquí demandantes están en desacuerdo con ella, implicaría invadir la independencia del juez, la desconcentración y autonomía que caracterizan la administración de justicia, de conformidad con el artículo 228 de la Constitución Nacional. 

De acuerdo con lo expuesto, como en este caso no se ha configurado ninguna de las causales específicas que hagan procedente la tutela frente a decisiones judiciales, se negará el amparo solicitado.

7. En relación con el defecto fáctico en el que también se dice incurrió la juez demandada, es necesario empezar por citar lo que al respecto ha dicho la Corte Constitucional: 

“44. El defecto fáctico se produce cuando el juez toma una decisión sin que se encuentren plenamente comprobados los hechos que legalmente la determinan, como consecuencia de una omisión en el decreto o valoración de las pruebas, la valoración irrazonable o contra evidente de los medios probatorios, o la suposición de pruebas.
 
Este defecto puede darse tanto en una dimensión positiva, que comprende los supuestos de valoración contra evidente o irrazonable de las pruebas y la fundamentación de una decisión en pruebas ineptas para ello, como en una dimensión negativa, relacionada con la omisión en la valoración de una prueba determinante o en el decreto de pruebas de carácter esencial.
 
45. La intervención del juez constitucional en el escenario de la valoración de las pruebas es excepcional. En ese sentido, la Corte Constitucional ha explicado que en la valoración de las pruebas la independencia del juez alcanza su máxima expresión, como observancia de los principios de autonomía judicial, juez natural e inmediación, que impiden al juez constitucional realizar un nuevo examen del material probatorio como si se tratara de una instancia judicial adicional (Al respecto, ver la sentencia T-055 de 1997).
 

…

46. Ahora bien, el respeto por las decisiones del juez natural se asegura mediante las reglas especiales de análisis que la Corte ha desarrollado cuando se trata de constatar la existencia de un defecto fáctico, como causal de procedencia de la acción.

47.1. En primer lugar, y como ocurre con cualquiera de las causales de procedencia de la acción, debe indagar si el defecto alegado tiene incidencia en el respeto, vigencia y eficacia de los derechos fundamentales. De no ser así, la posibilidad de controlar errores fácticos debe mantenerse en el marco de los recursos de la legalidad, y no en el ámbito de la acción de tutela, cuyo sentido y razón de ser es la defensa de los derechos superiores de la Constitución Política.
47.2. En segundo término, las diferencias de valoración en la apreciación de las pruebas no constituyen defecto fáctico…

47.3. En tercer término, para que la tutela resulte procedente por la configuración de un defecto fáctico, “el error en el juicio valorativo de la prueba debe ser de tal entidad que sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto”
…
 
48. En resumen, el defecto fáctico es tal vez la causal más restringida de procedencia de la tutela contra providencia judicial. La independencia y autonomía de los jueces cobran especial intensidad en el ámbito de la valoración de las pruebas; el principio de inmediación sugiere que el juez natural está en mejores condiciones que el constitucional para apreciar adecuadamente el material probatorio por su interacción directa con el mismo; el amplio alcance de los derechos de defensa y contradicción dentro de los procesos ordinarios, en fin, imponen al juez de tutela una actitud de respeto y deferencia por las opciones valorativas que asumen los jueces en ejercicio de sus competencias funcionales regulares.”

De acuerdo con esa jurisprudencia, el defecto fáctico se produce por omisión cuando sin razón justificada el juez se niega a dar por probado un hecho que aparece claramente demostrado en el proceso, o por acción, cuando a pesar de que las pruebas reposan en el proceso, las interpreta de manera errada o las valora no obstante ser ilegales o indebidamente practicadas o recaudadas.

En virtud del principio de la autonomía e independencia judicial consagrado por el artículo 228 de la Constitución Nacional, el juez goza de un amplio margen de discrecionalidad en la apreciación de las pruebas. Sin embargo esa facultad no puede confundirse con arbitrariedad, porque encuentra límites en la misma carta fundamental y en las normas de procedimiento que consagran pautas 
obligatorias al valorarlas.

Pero para la prosperidad de la acción de tutela por defecto fáctico contra una providencia en firme, se requiere que el error en la apreciación probatoria, “sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto, según las reglas generales de competencia”
.
De acuerdo con las pruebas recogidas en el plenario, la funcionaria accionada, en la sentencia proferida, para confirmar la sentencia que negó las pretensiones de la demanda y declaró probada la excepción de condiciones generales de la póliza, analizó la póliza de seguros, el informe de accidente de trabajo, el manifiesto de carga y la prueba trasladada de proceso laboral. 

Y la conclusión a que llegó, luego de valorarlas, se reitera, fue que solo se demostró la autorización para el manejo del camión, mas no la relación contractual exigida en la póliza, pues de esas pruebas solo se deduce el vínculo laboral entre María del Pilar Hoyos Mejía y Edinson Castaño Céspedes, mas no la relación de alguna naturaleza de este último con el asegurado o la sociedad tomadora del seguro. 

Esa apreciación probatoria no puede tacharse de caprichosa, es decir, que obedezca a la mera voluntad del juzgado accionado. Por tanto, no se vislumbra situación excepcional en su análisis que justifique la intervención del juez constitucional, toda vez que la conclusión a que sobre el punto llegó no se torna antojadiza, ni contraria al ordenamiento constitucional.

8. En estas condiciones el amparo debe ser negado.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Se niega la acción de tutela propuesta por los señores Lady Johana y Bryan Stiven Castaño Flórez y Luz Amparo Flórez López contra el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el Juzgado Quinto Civil Municipal de esta ciudad y La Previsora SA Compañía de Seguros.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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